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Pereira, nueve de diciembre de dos mil dieciséis 
Acta N° 0     de 9  de diciembre de 2016
Procede la Sala Laboral No 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a proferir sentencia de primera instancia en la acción de tutela iniciada por CARLINA VALENCIA DE TORO contra la DIRECCIÓN DE SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL – SECCIONAL RISARALDA. 
HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Indica la señora Carlina Valencia de Toro que se encuentra vinculada al Servicio de Sanidad de la Policía Nacional en calidad de beneficiaria de su cónyuge; que fue diagnosticada con “gonartrosis primaria de rodilla izquierda” para cuyo tratamiento le fue ordenando desde el 3 de agosto de 2016 el procedimiento denominado “REMPLAZO TOTAL DE RODILLA TRICOMPARTIMENTAL”; que no obstante haber radicado ante la entidad accionada la documentación necesaria no le ha sido autorizado el servicio.
Refiere que la anterior omisión pone en peligro su integridad física, impide el goce pleno de sus derechos y desmejora su calidad de vida, en la medida en que la patología que padece le produce un fuerte dolor incapacitante que imposibilita la locomoción y está afectando otras partes de su cuerpo.
Es por todo lo anterior que estima vulnerados sus derechos a la salud y a la vida en condiciones dignas, frente a los cuales reclama protección y consecuencialmente la autorización para la intervención quirúrgica prescrita, toda vez que no cuenta con los recursos económicos para sufragar el costo de la misma.
Pretende también que a través de este mecanismo de especial protección constitucional, sea dispuesto el tratamiento integral que requiere la patología por la que actualmente consulta requiere.  
TRAMITE IMPARTIDO
La acción constitucional fue admitida mediante auto de fecha doce (12) de septiembre del año que corre, providencia en la que también se concedió a la parte accionada el término de dos (2) días para que se vinculara a la litis.
La Seccional de Sanidad Risaralda, precisó su compromiso con la prestación de los servicios asistenciales a sus usuarios para satisfacer sus necesidades en materia de salud, haciendo claridad en el hecho de que en momento alguno haya negado los requerimientos de la actora, pues ha brindado la atención que ella ha necesitado.

Refiere también que el Subsistema de Salud de la Policía Nacional brinda únicamente servicios de primer nivel, debiendo contratar los demás con la red externa de prestadores de servicios, por lo que en la actualidad está haciendo gestiones para llevar a cabo en la Clínica Avellana el procedimiento ordenado a la paciente, del cual hace notar que no constituye una urgencia vital,  razón por la que aún encuentra a la espera de que ésta entidad programe la intervención, situación que no puede serle atribuible como accionada, pues no dispone de la facultada de disponer de la agenda de los especialistas y la entidades que integran la citada red, pues el cronograma de atención depende de la prioridad de los diversos diagnósticos puestos a su conocimiento, incluso por otras Entidades Prestadoras del Servicio de Salud.
Finalmente, hace un recuento normativo relacionado con sus funciones dentro del Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares y de Policía, para indicar que sus obligaciones son limitadas por el Plan de Servicios de Sanidad Militar y Policial.

CONSIDERACIONES
El asunto bajo análisis, plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

¿Vulnera el derecho fundamental a la salud de la señora Carlina Valencia de Toro, el que aún no se le haya autorizado un procedimiento no POS, el cual debe ser contrato con la red externa de prestación de servicios?
Con el propósito de dar solución al interrogante planteado en el caso concreto, la Sala considera pertinente hacer, de manera previa, las siguientes precisiones:

1. PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA FRENTE A LA PROTECCIÓN DEL DERECHO A LA SALUD.

El artículo 86 de la Constitución Nacional, consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas, cuando resulten amenazados o vulnerados, por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.
Innecesario resulta discutir y argumentar frente al derecho a la salud, cuando la Alta Magistratura Constitucional se ha encargado de catalogar el mismo como fundamental y por tanto, autónomo y susceptible de protección, sin que sea necesaria conexidad con algún otro beneficio de rango mayor
. 
La evolución de dicha garantía fue resumida por la esa Corporación, en recientemente en la T-094-16, así:
“El derecho a la Salud ha tenido un importante desarrollo en la jurisprudencia de esta Corporación y se ha venido protegiendo vía tutela a través de 3 mecanismos:  Al principio, se amparaba  debido a la conexidad que tiene con los derechos a la vida digna e integridad personal; luego, fue reconocido como derecho fundamental, para el caso de personas que por sus condiciones eran consideradas de especial protección constitucional y, recientemente, se ha considerado un derecho fundamental autónomo
”
Adicionalmente, la Ley 1751 de 2015 consagra la salud como un derecho fundamental.

2. MARCO NORMATIVO DEL SISTEMA DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD, PARA LA FUERZA PÚBLICA.
La Ley 100 de 1993 excluyó del Sistema Integral de Seguridad Social, contenido en esa normativa, a los miembros de la Fuerza Pública, por tratarse de un régimen especial.
Fue así que el Decreto Ley 1795 de 2000, estableció como objeto, la prestación de los servicios de sanidad y de salud en las áreas de promoción, prevención, protección, recuperación y rehabilitación del personal afiliado y sus beneficiarios.
Por otro lado, el Decreto 4782 de 2008 estableció las funciones de la Dirección General de Sanidad, entre las que se cuenta “Dirigir, contratar, comprometer, reconocer y ordenar el gasto de los recursos incorporados al Fondo Cuenta del Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares para asegurar el cubrimiento de los riesgos de salud de los afiliados”.
Frente a ésta función y la determinación de qué entidades confluyen en la prestación oportuna del servicio de salud de los afiliados y beneficiarios del subsistema de salud de las Fuerzas Militares, la Sala de Casación Laboral recientemente indicó:

“Además, no sobra recordar que la Ley 352 de 1997 especificó que el Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares está constituido, entre otros, por la Dirección General de Sanidad y la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional, quienes en virtud de los principios de obligatoriedad, protección integral, descentralización, desconcentración, unidad y atención equitativa y preferencial, tendrán que trabajar de manera armónica con el fin de brindar una efectiva atención en salud a sus afiliados y beneficiarios y para ello deberán hacerse cargo de la prevención el diagnóstico, el tratamiento y la rehabilitación de cada uno. 

Lo anterior, aunado a que el Decreto 4782 de 2008 estableció como funciones de la Dirección General de Sanidad Militar la de dirigir y coordinar los planes y programas en salud para el funcionamiento del sistema y contratar, dirigir y comprometer el gasto de los recursos para asegurar el cubrimiento de los riesgos de salud de los afiliados, todo ello, se insiste, bajo un trabajo conjunto con las direcciones de sanidad de cada fuerza, en este caso, la Militar, quien tiene la obligación específica de prestar los servicios de salud en todos los niveles de atención”. 

2. TRAMITES ADMINISTRATIVOS NO PUEDEN INTERRUMPIR LA PRESTACIÓN EFECTIVA DEL SERVICIO DE SALUD.

Ha sido consistente la jurisprudencia constitucional en sostener que los trámites que a nivel administrativo se presenten entre las diferentes entidades prestadoras del servicio de salud, son ajenos al usuario.  Por lo tanto, cuando se alegan circunstancias de esa índole para negar o dilatar la prestación oportuna de cualquier servicio requerido por el paciente, se vulnera el derecho a la salud.

En tal sentido, en la Sentencia T- 384-13 se indicó lo siguiente:
“(…) también son trabas injustificadas aquellas que sin ser una exigencia directa al usuario sobre un procedimiento a surtir, terminan por afectar su derecho fundamental a la salud, en cualquiera de sus facetas. En cumplimiento de las funciones que les asigna el Sistema a las entidades que lo integran, se pueden presentar fallas u obstáculos en relación a circunstancias administrativas o financieras, de índole interinstitucional. Es frecuente por ejemplo, que una institución prestadora de los servicios de salud niegue la práctica de un examen diagnóstico, o la valoración por un especialista, o el suministro de un medicamento o insumo, aduciendo que la EPS a la cual se encuentra afiliado el usuario no tiene convenio vigente para la atención, o no ha pagado la contraprestación económica, o se adeudan cuentas de cobro. Cuando la carga por estos inconvenientes se traslada al usuario, se vulnera su derecho fundamental a la salud”.

4. CASO CONCRETO

De acuerdo con la valoración médica realizada a la paciente –fls 4-, la actora presenta el siguiente diagnóstico, “gonartrosis primaria”, dolencia para la cual le fue prescrito el procedimiento denominado “REEMPLAZO TOTAL DE RODILLA TRICOPARTIMENTAL” servicio que, según informa en el líbelo introductor, no le ha sido autorizado por la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional –Seccional Rda-.

Lo primero que debe indicarse es que no ofrece discusión el hecho de que la demandante radicó ante la entidad accionada la anterior orden de servicios, pues no resulta lógico que habiendo sido prescrita hace ya más de cuatro meses no haya solicitado su autorización.  Adicionalmente, se tiene que la entidad no cuestionó que la paciente haya realizado la actuación descrita en el hecho quinto de la acción.

Preciso era anotar lo anterior, por cuanto la llamada a juicio en su escrito hace referencia al procedimiento previsto en la Ley 1150 de 2007 y en el Decreto 1082 de 2015, para autorizar los servicios requeridos por la actora, sin percatarse que han transcurrido 4 meses y 4 días, desde la solicitud del servicio, tiempo suficiente para haber realizado todos los trámites necesarios para el efecto, en razón de lo cual no es posible justificar la tardanza que ha puesto de presente la actora.

Y es que sólo con ocasión de la iniciación de la presente acción de tutela, procedió a informar que la intervención quirúrgica requerida, no está catalogada como de primer nivel por lo que iniciará las gestiones para que la prestadora externa de dicho servicio, en esta caso, la Clínica Avellana agende a la paciente, trámite que además le impone a la paciente una carga adicional, pues condiciona la autorización del servicio a la realización de una serie de actuaciones administrativas que no tiene porqué soportar.

Así las cosas, como quiera que los trámites internos, administrativos o de índole interinstitucional, no pueden afectar la continua prestación del servicio se tutelarán los derechos a la salud de la cual es titular la señora Carlina Valencia de Toro y en consecuencia, se dispondrá que a la Jefatura de Sanidad de la Policía Nacional Seccional Risaralda representada por el Mayor Carlos Alexis Bautista Toloza, en el término de quince (15) días hábiles, contados a partir del día siguiente a la notificación del presente proveído, realice todas las gestiones necesarias, para que sea autorizada y practicada la cirugía denominada “REMPLAZO TOTAL DE RODILLA TRICOPARTIMENTAL”.
En igual sentido, deberá prestar los servicios médicos y asistenciales que requiera la paciente, en orden a superar el diagnóstico que actualmente presenta –GONARTROSIS PRIMARIA-.
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 
RESUELVE:
PRIMERO: TUTELAR el derecho a la salud del cual es titular la señora CARLINA VALENCIA DE TORO.

SEGUNDO: ORDENAR a la Jefatura de Sanidad de la Policía Nacional Seccional Risaralda representada por el Mayor Carlos Alexis Bautista Toloza, que en el término de quince (15) días hábiles, contados a partir del día siguiente a la notificación del presente proveído, realice todas las gestiones necesarias, para que sea autorizada y practicada la cirugía denominada “REMPLAZO TOTAL DE RODILLA TRICOPARTIMENTAL”.
En igual sentido, deberá prestar los servicios médicos y asistenciales que requiera la paciente, en orden a superar el diagnóstico que actualmente presenta –GONARTROSIS PRIMARIA-.
TERCERO: NOTIFICAR a las partes esta decisión por el medio más idóneo.
CUARTO: REMITIR a la Corte Constitucional, para su eventual revisión, en caso de no ser impugnada.

Notifíquese y Cúmplase.

Los Magistrados,



JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES           OLGA LUCÍA HOYOS SEPULVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
� Ver Sentencias T-650 de 2009 


� Sentencia T-760 de 2008 
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